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Señor Presidente, señoras y señores,

Es para mí un privilegio dirigirme a ustedes como representante de la compañía Repsol.

Repsol es una empresa de petróleo y gas, una empresa extractiva, con sede principal en España y operaciones en más de 30 países.

Para situarles, permítanme darles algunas referencias sobre el historial de Repsol en relación con el tema que hoy nos ocupa:

Repsol forma parte del Pacto Mundial de Naciones Unidas, una coalición de empresas que voluntariamente asumen un compromiso con la sostenibilidad que incluye el respeto a los derechos humanos.

También somos miembros de la Iniciativa para la Transparencia de las Industrias Extractivas, una plataforma de gobiernos, empresas y sociedad civil que trabaja para mejorar la gobernanza de la gestión de la renta petrolera por parte de los gobiernos que la perciben.

Asimismo formamos parte de los Principios Voluntarios de Seguridad y Derechos Humanos, una iniciativa igualmente tripartita para prevenir riesgos para los derechos humanos relacionados con las fuerzas armadas o de seguridad que custodian centros de producción y otras instalaciones empresariales.

En 2008, nos convertimos en la primera empresa privada de petróleo y gas operando en Latinoamérica con una política de pueblos indígenas que se compromete a respetar los derechos protegidos por el Convenio 169 de la OIT.

En 2013 hemos entrado a formar parte del aún reducido grupo de empresas extractivas del mundo que han adoptado, formalmente, los Principios Rectores sobre Empresas y derechos Humanos de la ONU.

Estamos adoptando los Principios Rectores en el contexto de nuestra concepción de la responsabilidad social que, en resumen, tiene que ver con cumplir la ley y la normativa vigente, tener una política laboral y social decente, tener una política ambiental avanzada, no involucrarse en corrupción, respetar los intereses de los consumidores, promover la transferencia de tecnología e innovación, divulgar la información pertinente y pagar los debidos impuestos.

Apoyamos los Principios Rectores por tres razones:

· Porque establecen unas reglas del juego iguales para todas las empresas, sin distinción.

· Porque disminuyen la incertidumbre sobre qué comportamiento empresarial es el correcto y, también, sobre qué expectativas de los stakeholders son las razonables.

· Porque la naturaleza de los Principios Rectores nos permite adaptar nuestras operaciones con flexibilidad y, por tanto, podemos adoptar criterios de eficiencia. Nos permiten lograr cambios positivos para los stakeholders sin que por ello se perjudique el empleo, la competitividad y la productividad.

Hace ya tres años que la ONU adoptó por unanimidad los Principios Rectores. ¿Cómo les va en la agenda corporativa?

De momento, la realidad es que su nivel de adopción dista mucho de ser general.

Investigaciones independientes de la Cámara de Comercio Internacional y del analista de sostenibilidad Vigeo, apuntan a que aún son una minoría las empresas que están acometiendo la debida diligencia en derechos humanos. Son sobre todo empresas grandes, son sobre todo empresas europeas, y son sobre todo empresas que pertenecen a tres sectores concretos: sector del papel, sector de la energía y sector de minería. Tres sectores particularmente expuestos a riesgos relacionados con los derechos humanos, que están muy escrutados por la sociedad civil.

Un dato esperanzador es que el interés que las empresas dicen tener en los Principios Rectores ocupa el tercer lugar, después de la gobernanza corporativa y de la ética en los negocios; y ya por delante de la protección del medio ambiente. Por lo tanto, el concepto que las empresas tienen de responsabilidad social a nivel global parece haber derivado  hacia los derechos humanos, y el asunto está actualmente al nivel del medio ambiente en las agendas corporativas.

¿Qué nos está faltando para acelerar la implementación de los Principios Rectores? 

El Grupo de Trabajo de la ONU para Empresas y Derechos Humanos considera que necesitamos que los gobiernos diseñen e implementen estrategias de políticas públicas específicamente dirigidas a proteger a las personas de impactos adversos en los derechos humanos vinculados a la actividad empresarial. Esto es lo que se ha denominado “Planes Nacionales de Acción” en empresas y derechos humanos. 

Las empresas, a través de nuestras organizaciones internacionales, hemos manifestado, sin ninguna reserva, que compartimos y apoyamos la visión de que los Planes Nacionales de Acción son una vía poderosa y práctica para que los estados implementen los Principios Rectores de manera efectiva. 

Eso sí, las empresas piden que se realice una evaluación de impacto de cada medida que contengan los planes para evitar resultados indeseados.

Piden también que se tenga en cuenta que la inmensa mayoría de las empresas son pequeñas y medianas, y que se piense primero en ellas. 

Las empresas reclaman que se ofrezca guía y capacitación, y solicitan que se establezca un único punto focal en la Administración al que las empresas puedan dirigirse para todo lo relativo a los Planes Nacionales de Acción.

Sobre todo, y de manera principal, las empresas piden que se les consulte y se tenga en cuenta su opinión en el proceso de elaboración de los Planes Nacionales de Acción.

Esperamos ver en los próximos años un buen número de Planes Nacionales de Acción con medidas eficaces y eficientes.

Ahora me gustaría darles información sobre nuestros primeros pasos de puesta en marcha de los Principios Rectores. Voy a hablar de tres elementos de la debida diligencia en derechos humanos.

En primer lugar, la evaluación preventiva de daños. Estamos utilizando herramientas similares a las que se usan desde hace años para prevenir impactos ambientales. Ya se ha desarrollado suficiente metodología, al menos en nuestro sector. Se trata de estudios de evaluación de impactos en los derechos humanos que implican diálogo con los stakeholders sobre el terreno, en condiciones a veces bastante arduas. Obviamente surgen todo tipo de dificultades, pero hemos logrado completar algunos estudios en Latinoamérica y el resultado nos parece bastante satisfactorio. Estamos esperando a tener más experiencia para abordar evaluaciones de impacto en derechos humanos en entornos más complejos, como áreas en conflicto o post-conflicto.

Otro elemento fundamental de la debida diligencia es la reparación, cuando la prevención falla. Los mecanismos de reparación que nosotros tenemos operando, aún en fase de demostración, de momento nos están mostrando que la mayoría de las quejas de personas o grupos de las comunidades locales pueden repararse en el acto. Otras quejas como, por ejemplo, un contratista que paga mal a sus empleados, requieren poner en marcha procesos algo más complejos para involucrar y coordinar a diferentes unidades de la compañía. 

Es interesante el hecho de que, por el momento, no han surgido casos que hagan necesario rediseñar el proceso de funcionamiento de los mecanismos que queja y reparación completos que tenemos en marcha. Aún no tenemos suficiente información para ofrecerles un análisis más cuantitativo.

Un tercer elemento de la debida diligencia es la revelación de información que permita a la propia compañía y a los stakeholders evaluar los avances. En materia de reporting en derechos humanos de momento tenemos los indicadores de Global Reporting Initiative, pero estamos atentos al desarrollo de la Iniciativa para el Marco de Reporte y Aseguramiento sobre los Derechos Humanos (conocida como R.A.F.I.) que va a ser la primera guía para que las empresas informemos sobre la manera en que cumplimos nuestra responsabilidad de respetar los derechos humanos en consonancia con los Principios Rectores. Se espera que el Marco de Reporte y Aseguramiento sobre los Derechos Humanos esté disponible a finales de año.

Permítanme que les comente ahora algunos retos y lecciones aprendidas después de algo más de dos años de implementación que, en muchos casos, serán comunes a otras empresas.

Un primer problema es la falta de definición de los límites de algunos derechos humanos en el contexto de las operaciones empresariales, sobre todo cuando los derechos de unos interesados entran en conflicto con los derechos de otros. Los límites de los derechos humanos en el contexto de las actividades del Estado se han ido aclarando con años de jurisprudencia, pero ese no es el caso de los derechos humanos en el contexto de operaciones de la empresa, donde existen áreas de incertidumbre.

Otros asunto: en la cadena de suministro nos enfrentamos a problemas básicos, como los derivados de la economía informal, o de posibles carencias en la inspección del trabajo y de los mecanismos de negociación colectiva de los trabajadores.

En cuanto a la relación de las empresas con las fuerzas armadas y de seguridad, un asunto muy propio de los que gestionamos instalaciones consideradas estratégicas para los gobiernos, y que es el asunto que ha dado lugar a la iniciativa Principios Voluntarios de Seguridad y Derechos Humanos que mencioné al principio, el éxito en la prevención de riesgos de impacto en derechos humanos está lógicamente muy correlacionado con la voluntad de los gobiernos de acogida a dialogar sobre dichos riesgos.

En cuanto a los derechos de los pueblos indígenas, la principal barrera que nos encontramos ha sido perfectamente identificada entre las conclusiones del II Encuentro Internacional sobre el Derecho a la Consulta Previa, Libre e Informada que tuvo lugar en Cartagena, Colombia, en octubre de 2014. Se necesita más convergencia en la interpretación del derecho a la consulta que hacen los Estados, los pueblos indígenas, la sociedad civil y las empresas para disminuir la incertidumbre, que hoy día es muy alta.

Otro problema es el de los stakeholders que abordan el diálogo sobre derechos humanos con las empresas como una negociación, en vez de una cooperación para que no haya perjudicados. Un acuerdo económico no es una garantía de prevención de impactos en derechos humanos, al contrario, puede exacerbar los riesgos. ¿Cómo pasar de la mentalidad de “negociación” a la de “cooperación”?

Más desafios: en algunos sistemas jurídicos, ciertas expresiones de una empresa en un diálogo con stakeholders pueden ser utilizadas contra la empresa en un procedimiento legal. Esto no impide, pero limita, las capacidades de diálogo con los stakeholders.

Pero quizá el principal obstáculo que nos hemos encontrado para avanzar en la implementación de los Principios Rectores es la falta de capacidad de todos los actores relevantes, incluidas  las propias empresas. Comprender las implicaciones legales y no legales de los Principios Rectores en profundidad, a nivel de toda una organización, es una tarea que requiere tiempo y recursos, tanto más cuanto más compleja es la organización de que se trate.

De ahí el valor de esta Sesión Especial, que contribuye directamente a ir superando esa trascendental barrera.

Para finalizar les ruego que, por favor, recuerden que hablar de empresas y derechos humanos no es sólo hablar de impactos negativos. 

Kofi Anan lo expresó diciendo que “[e]s la ausencia de actividad empresarial, no su presencia, la que condena a gran parte de la humanidad al sufrimiento.”

Gobiernos, empresas y sociedad civil, compartimos el deseo de tener empresas mejor dotadas para hacer lo que tienen que hacer sin perjudicar el nivel de disfrute existente de los derechos humanos. Tenemos una gran oportunidad de conseguirlo con el gran consenso multistakeholder que avala a los Principios Rectores.

Muchas gracias.
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